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Los resultados electorales del 2 de julio de 2000 dieron lugar a la alternancia
en el poder Ejecutivo, hecho trascendente si se considera que el
presidencialismo en México fue el régimen político surgido del poder para
responder a las condiciones históricas posrevolucionarias y de reconstrucción
nacional, y que logró mantenerlo con el respaldo de un partido hegemónico y
un sistema corporativo por 71 años.

Dado lo novedoso y trascendente de la alternancia, se difundió la idea que era
la culminación de la transición democrática y el inicio de un nuevo régimen.
En efecto, se dio lo que se podría denominar la transición "votada", partiendo
que después de varios lustros de avances en materia electoral, se cumplen los
requisitos de "la estricta definición de democracia" de Sartori: a) derecho
universal al sufragio; b) convocatoria regular y periódica a las elecciones; c)
libertad de asociación para presentar candidatos; d) igualdad de oportunidades
de los candidatos para el acceso a los medios de comunicación y publicidad;
e) neutralidad del gobierno en la organización de las elecciones; f) garantías
para una libre emisión del voto; g) recuento público de los votos; h) aplicación
de las reglas preestablecidas para adjudicar escaños, e i) una instancia
independiente para dirimir conflictos electorales. Lo mismo ocurre si
contrastamos la realidad mexicana con la formulación clásica de Robert Dahl
y sus "siete instituciones que definen un modelo democrático".1
En este sentido, se puede decir que la transición democrática en México dio
lugar a la alternancia en la titularidad del poder Ejecutivo. Pero el que se
cumpla con estos requisitos procedimentales electorales de la democracia, y
que dichos requisitos cumplan con lo descrito por Sartori y Dahl, no significa
que en forma automática México cuente con una democracia plena; más bien,
inicia otra fase del proceso de democratización, complejo e inédito, en
ocasiones doloroso, a veces con signos encontrados, que va conformándose
lentamente como resultado de la nueva correlación de las fuerzas políticas en
el sistema político.



A más de dos años de julio de 2000, grupos sociales más amplios (aquellos
que no viven para ni de la política) han reconocido que si bien es cierto el
Partido Acción Nacional "sacó al pri de los Pinos", como se ha declarado en
repetidas ocasiones, la alternancia se ha limitado a eso precisamente, a un
cambio de partido en el poder Ejecutivo, pues un cambio de régimen tendría
que ver con la modificación formal, jurídica, de la estructura del poder -por
ejemplo, la sustitución de un sistema presidencial a uno parlamentario- como
está establecida en la Constitución Política, y a un discurso, a una legitimidad,
a un amplio consenso que explicara y sustentara dicha modificación.

No obstante, a pesar que no ha habido modificación significativa alguna a la
estructura del poder, se observa que los poderes constituidos, los actores
políticos y sociales se apegan en mayor medida a la legalidad, en parte porque
la alternancia ofreció terminar con las amplias facultades metaconstitucionales
que convirtieron el régimen presidencial en un presidencialismo; en parte por
la exigencia social, derivada de una ciudadanía más participativa en los
asuntos públicos, de mayor apego al Estado de derecho; en parte a causa del
"voto estratégico" de las elecciones de julio de 2000 -este voto rechazó otorgar
a un solo partido apoyo pleno, y buscó el balance político del pan y el pri.

Es por ello que los poderes de la Unión han aprendido y asumido sus
responsabilidades con mayor plenitud. El poder Ejecutivo se encuentra
obligado a actuar con las atribuciones que le son propias, no más ni menos. El
Congreso de la Unión, dada la composición plural, ha recuperado su papel de
legislador debido a que las iniciativas enviadas por el Ejecutivo federal, no
son aprobadas por el mayoriteo tradicional. Si bien en ocasiones la aprobación
de las leyes ha sido lenta -lo que pudiera prejuiciosamente calificarse como
baja productividad legislativa, como freno al quehacer del Ejecutivo, como
ingobernabilidad-, el hecho que dichas iniciativas sean procesadas con mayor
cuidado es saludable debido a que "la capacidad gubernativa se ve fortalecida
cuando los agentes políticos tienen un espacio de competencia definida,
cuando los poderes se contrarrestan mutuamente, cuando las decisiones
absorben intereses e ideas diversos, cuando las decisiones deben procesar las
acciones de distintos e independientes detentadores del poder, cuando existe la
posibilidad de corregir los errores antes de que sea demasiado tarde... Este
Poder ha reconocido que su función no es sólo legislativa: es también el foro
privilegiado de la representación política, el espacio del debate nacional y el
gran supervisor del Ejecutivo. Para que pueda cumplir con estas tareas, resulta
claro que, en primer lugar, necesita afianzar su legitimidad, es decir,



consolidar la base de su poder que es, en pocas palabras, su
representatividad."2 El poder Judicial ha resuelto las controversias entre los
poderes Ejecutivo y Legislativo, mismas que con la existencia del partido
hegemónico no se presentaban, lo que denota que este poder recupera su
independencia y su papel de factor de equilibrio.

Lo anterior en razón de que el mandato electoral fue claro en un gobierno
dividido, como lo refleja la composición de la Cámara de Diputados. Esta
composición conlleva a una práctica apenas experimentada en nuestro país,
que está cambiando las formas del oficio político y la cultura política: la
competencia política, específicamente la competencia electoral.

Un electorado que está muy atento de la actuación de sus gobernantes -tanto
del Ejecutivo como del Legislativo-, partidos políticos con amplias
oportunidades de ganar y un órgano electoral autónomo, profesional e
imparcial, son algunas características de la competencia electoral. Debido a
que cada voto es importante en circunstancias de competencia política, los
partidos políticos saben que las preferencias electorales se ganarán no sólo con
sus ofertas de gobierno, sino que la buena o mala actuación de los cuadros que
ya fueron electos y ejercen un cargo de elección -léase el titular del Ejecutivo
federal, estatal o municipal o representante popular-, tendrá un impacto
favorable o una sanción -el voto de castigo- en las preferencias de los
electores.

En escenarios de intensa competencia política, la incertidumbre es un
componente central de la democracia. "La inseguridad de lograr la victoria o
de permanecer en el cargo obliga a los candidatos a buscar las ofertas de
bienes colectivos que mejor se ajusten a las preferencias de los electores y,
con ello, recibir el mayor número de votos. Por ello es que algunos analistas se
refieren a estas arenas de competencia como 'mercados políticos' en los que
los candidatos o partidos buscan ligar lo más estrechamente posible las
preferencias de los electores con sus ofertas de gobierno."
Como puede inferirse, la competencia electoral tiene un fuerte impacto en el
desempeño de la administración pública, en el actuar de los representantes
electos y en la actuación de los partidos políticos. "De acuerdo con lo que
dicta la teoría democrática y conforme nos lo indica la teoría de agencia, los
políticos (es decir, el presidente y los congresistas) y los electores sostienen el
siguiente intercambio: los políticos buscan apoyo electoral y los electores
demandan bienes colectivos, ya sea en la reducción de algunos costos
asociados a cierta legislación o programa público.



El apoyo en votos que los electores ofrecerán en la siguiente elección a
determinado candidato o partido dependerá no solamente de la opinión que
tengan los electores de la capacidad de los políticos (es decir, el presidente y
los congresistas) para lograr la aprobación de cierta legislación, sino también
del juicio que tengan acerca de cómo esta legislación ha sido puesta en
práctica por los administradores públicos."3
En esta lógica, el partido actualmente en el poder, en su afán de preservarlo,
deberá demostrar para qué quiere el poder y los resultados de su gobierno
deberán ser convincentes. La eficacia del gobierno en turno marcará, en
alguna medida, la suerte de su partido de origen.

Dada la naturaleza y trascendencia de los actos del gobierno federal, y la
difusión que los medios masivos de comunicación hacen de ellos, este último
tiene frente de sí el gran desafío de la gobernabilidad en sus dos
connotaciones: como "grado de gobierno" y como "gobernabilidad
democrática".

La gobernabilidad como "grado de gobierno" se refiere a la percepción que
tiene el ciudadano de la calidad del desempeño gubernamental, por lo que la
actual administración pública federal deberá probar su eficacia en la
conducción de la economía nacional, en los logros en materia de seguridad
pública, en el mantenimiento del orden y la legalidad, en la procuración del
bienestar social; en la calidad y cobertura de los bienes y servicios públicos;
en el combate al narcotráfico; esto es, ahí donde el ciudadano recibe directa o
indirectamente los beneficios del buen gobierno, o paga los costos de los
errores, insuficiencias u omisiones de sus gobernantes.

Rumbo a las elecciones del año 2003, la incertidumbre parece ser el rasgo
característico, dado que competirá por primera vez un pan como partido en el
gobierno; un pri que no contará con el respaldo (recursos), la autoridad, el
operador -"fiel de la balanza"- máximo (el presidente de la República como
jefe "moral" de su partido) que negociaba, incluso con cargos públicos de la
administración pública federal, y daba lógica y coherencia a su equipo
político, asegurándose lealtades políticas; un prd que podría verse beneficiado
de las desacreditaciones originadas por los casos "Amigos de Fox" y el
llamado "Pemexgate"; un pve que parece inclinar su alianza con el pri; y siete
partidos políticos que podrían verse forzados a buscar ciertas alianzas.

En forma paralela y en la lógica encaminada a la renovación de la Cámara de



Diputados, en los próximos meses se presenciará si se prepara el camino para
una gobernabilidad "democrática" -sustentada en reglas claras, justas y
aceptadas por los actores políticos-, o si se impulsa una gobernabilidad
sesgada -en el caso que desde el gobierno se abone el camino para preservar el
poder, el predominio de un partido y la imposición de políticas públicas de
forma similar al presidencialismo que se supone superado a partir de julio de
2000.

También se sabrá la calidad y sentido que se imprima a la vida política. Pero
el cambio en el sistema político no dependerá únicamente del titular del
Ejecutivo -aún reconociendo que el poder del presidente sigue siendo
considerable, sobre todo por el apoyo de los legisladores de su partido y el
vínculo que su investidura le brinda con los grupos económicos y sociales del
país-, sino del sistema político en su conjunto, ocupando el Congreso y los
partidos políticos instancias privilegiadas.

Los posibles escenarios políticos serían:

La consolidación de la gobernabilidad democrática
Como se sabe, los teóricos han señalado las bondades de la democracia y los
dirigentes de los países desarrollados han alentado la promesa democrática.
Afirman que los Estados nacionales con gobiernos democráticos en economías
abiertas de mercado tienden a ser más prósperos, en un ámbito de libertades
que favorece el mejor desarrollo humano, en un sistema en que los conflictos
se resuelven de manera pacífica, razonada, mediante instituciones y procesos
claros que evitan la violencia.

Como parte de la lógica de la mundialización, existen empresas calificadoras y
órganos internacionales que claman terminar con los déficit democráticos en
México, específicamente en materia de derechos humanos, razón por la cual
se considera la democratización como condición necesaria para el
perfeccionamiento de la vida social y económica.

Debido a los graves problemas del país -un débil crecimiento económico, el
rezago en la agricultura, el desempleo, la insuficente infraestructura- y las
reformas estructurales pendientes -eléctrica, laboral y fiscal- , se ubica a la
política en el centro de la vida nacional. México no podría afrontar otro
"error", ya que el pago de la deuda pública y el Fobaproa han dejado al
gobierno un margen de recursos verdaderamente estrecho. Ante esta situación
tan apremiante, es el momento para que la política se impregne del contenido



democrático, que se dignifique el oficio político, para alejarnos como nación
de la amarga, costosa y dolorosa lección argentina.

En estas circunstancias, la política se convierte en una arena privilegiada para
dirimir los conflictos y apuntalar el rumbo del país. Como se ha señalado,
estos dos últimos años han permitido que el Congreso, los partidos políticos y
la sociedad civil vayan asumiendo en mayor medida su responsabilidad, en el
contexto de la nueva realidad. Esto forma parte del proceso de
democratización que deseamos pero que no hemos podido encauzarlo y
estructurarlo al nivel que las circunstancias del país exigen. Es más fácil
reconocer los defectos del pasado que construir las virtudes del presente.

En este contexto, cobra relevancia la gobernabilidad democrática, la cual se
refiere a la forma de cómo hacer gobernable la democracia, cómo avanzar en
el proceso de democratización en el marco de reglas e instituciones de
naturaleza democrática.4 La gobernabilidad democrática es la forma de dar
cauce a la pluralidad de intereses y posturas en un ámbito de libertades y
garantías, cualidad de sumo valor político porque no da lugar a que intereses
sectarios o facciosos pretendan desvirtuar o rebasar el marco institucional.

Hasta ahora, la oferta democrática del gobierno en turno se vincula al apego,
en la práctica, al Estado de derecho, la Ley de Transparencia y Acceso a la
Información, la igualdad de género, el respeto de los derechos humanos, el
reconocimiento de la multietnicidad. Pero son múltiples las aristas de la
democracia que deberán construirse para dar viabilidad a la vida nacional.

En el plano de las instituciones políticas, la democracia que falta está
vinculada con los diversos rubros de la reforma del Estado, particularmente en
lo que respecta a la forma de gobierno y organización de poderes públicos -las
facultades reglamentarias del presidente, las atribuciones de las Cámaras- el
federalismo, a las cuestiones de representación política -reelección de
legisladores, presidentes municipales, redimensionamiento del Congreso-,
entre otras.

La democracia que falta está vinculada al arraigo de su valor intrínseco. Como
se sabe, "la calidad del ejercicio democrático del poder depende de la acción
conjunta de dos elementos: por una parte, de la naturaleza de las instituciones
del Estado, la responsabilidad y transparencia de los funcionarios estatales, y
por la otra, de la naturaleza de la sociedad civil y su capacidad para ejercer
control sobre el aparato del Estado".5



Siguiendo a Giovanni Sartori, la democracia política es una forma de Estado y
de gobierno; la democracia social revela, en una primer acepción, una
sociedad cuyo ethos (espíritu) exige a sus propios miembros, verse y tratarse
como iguales: una estructura social horizontal y no una estructura vertical. En
su segunda acepción, se denota al conjunto de las democracias primarias -
pequeñas comunidades y asociaciones voluntarias- que vigorizan y alimentan
a la democracia desde la base, a partir de la sociedad civil. En este sentido, un
término preñado de significado es el de "sociedad multigrupal", o sea aquella
estructurada en grupos que se autogobiernan. En consecuencia, aquí la
democracia social está en la infraestructura de las microdemocracias, las
cuales sirven de base a la macrodemocracia de conjunto.

Desde el ámbito de la sociedad civil implica, más allá del convencimiento y la
aceptación de los valores y formas de la democracia formal -que no deja de ser
una cuestión fundamental-, la inserción de los individuos en asociaciones,
organizaciones y movimientos a través de los cuales se dé una participación
política, se generen ideales colectivos y se fortalezcan la solidaridad y el
sentido de integración.

La democracia económica está por la igualdad económica, por la eliminación
de los extremos de pobreza y de riqueza y, en consecuencia, "por una
redistribución que persigue el bienestar generalizado".6
Estas definiciones tienen semejanzas con la concepción mexicana de la
democracia, partiendo de que el carácter que orientará no sólo a la educación
sino al régimen político, como lo establece el artículo 3o., "será democrático,
considerando a la democracia no solamente como una estructura jurídica y un
régimen político, sino con un sistema de vida fundado en el constante
mejoramiento económico, social y cultural del pueblo; que la soberanía
nacional reside esencial y originariamente en el pueblo. Todo poder público
dimana del pueblo y se instituye para beneficio de éste. El pueblo tiene, en
todo tiempo, el inalienable derecho de alterar o modificar la forma de su
gobierno (art. 39); que es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una
república representativa, democrática, federal, compuesta de estados libres y
soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior; pero unidos en una
Federación establecida según los principios de esta ley fundamental (art. 40)."
Así, la democracia política habilita, conduce la democracia social y
económica. Asegurada la democracia política, esto es, la forma de acceso al
poder y la estructura de las instituciones políticas, podremos avanzar hacia la
democracia económica y social. Por ello cobra relevancia el momento político
que vivimos.



La democracia que falta tiene que ver con el grado con el que gobernantes y
gobernados asimilen el valor de la tolerancia. La tolerancia incluye en su
definición la posibilidad de crítica, de protesta y de constante polémica con
otras opciones de la vida. Karl Popper afirma que el conocimiento humano no
es episteme: saber cierto y verdadero; sino doxa, saber conjetural y, por tanto,
toda concepción es falible y con la falibilidad como consustancial al quehacer
político aparece la tolerancia.

Al respecto, señala H. Cisneros, "para ser duradero, el cambio político debe
desarrollarse sobre la base de las reglas del juego comúnmente aceptadas. El
cambio político de tipo democrático establece compromisos que se traducen a
su vez en nuevos instrumentos para la solución de los conflictos. Esta
transformación política puede tener un carácter gradual o una dinámica más
intensa, pero siempre deberá tener como principal característica la ausencia de
violencia en cualquiera de sus formas. Es en esta perspectiva donde el
principio de la tolerancia se vincula al Estado de derecho en la búsqueda de
soluciones a los problemas que surgen de la convivencia. Así, el cambio
político de carácter democrático debe inspirarse en la persuasión y no en la
fuerza."7
La democracia que falta tiene que ver con el debate de los asuntos públicos.
Una consecuencia de que sea superado el presidencialismo, es precisamente
alentar el debate. Es tiempo de debate de altura. En los últimos dos años, si
bien han habido intentos por definir el rumbo del país -Acuerdo Político para
el Desarrollo Nacional, Plan Nacional de Desarrollo-, a la fecha no ha
madurado lo suficiente una propuesta de proyecto de nación que fuera lo
suficientemente atractiva, razonada y sustentada que diera lugar a su debate y
consenso por las fuerzas y actores políticos.8
La democracia que falta está vinculada a la construcción de la ciudadanía. El
estudio realizado por Putman, desarrollado en los gobiernos regionales
italianos, demuestra que en las comunidades cívicas, es decir, con una muy
activa participación ciudadana en los asuntos públicos, se encuentran los
gobiernos más efectivos.

Putman identifica que las comunidades cívicas se caracterizan por normas y
redes de compromiso cívico, igualdad política, solidaridad, estructuras
sociales de cooperación, redes políticas organizadas horizontalmente y que
todo esto incide en los niveles de desarrollo económico y social de su
comunidad y en el buen desempeño de los gobiernos.



Por parte de la demanda, los ciudadanos de las comunidades cívicas esperan
un mejor gobierno; exigen un servicio público más efectivo y están preparados
para actuar colectivamente para lograr sus metas compartidas. Por parte de la
oferta, el desempeño del gobierno representativo se facilita por la
infraestructura social de las comunidades cívicas y por los valores
democráticos de los funcionarios y los ciudadanos. Putman concluye enfático,
"las palabras clave son asociación, participación y responsabilidad".9
La democracia que falta también está vinculada con la calidad y desempeño de
los partidos políticos. A pesar que han sido fuertemente cuestionados, los
partidos conservan funciones importantes: constituyen el medio legal para
llegar al poder; proponen y defienden una ideología que articula las demandas
políticas de la población; representan los distintos intereses y demandas de sus
afiliados; participan en el gobierno como partido en el poder o si está en el
poder tratan de mantener el control del gobierno; si están en la oposición
presentan críticas constantes al gobierno; logran legitimidad entre la
población; sirven de puente entre la sociedad y el gobierno, por citar algunas
de estas funciones.

A partir de julio de 2000, los partidos políticos han intensificado su actividad
y buscan posicionarse o adaptarse a las nuevas exigencias de la competencia
electoral. Revisan y actualizan sus principios doctrinarios, sus programas, su
organización, sus estrategias, sus alianzas, sus métodos de elección de
candidatos, sus nexos con los movimientos y organizaciones sociales, su
forma de interlocución con los gobiernos, con los demás partidos, con los
legisladores y gobernadores surgidos del propio partido, con las
organizaciones civiles; pero sobre todo deberán definir si cuidarán la
representatividad que los sustenta, fundamenta y legitima como intermediarios
de la sociedad y el Estado, o terminarán por convertirse en agencias
electorales.

La democracia que falta está vinculada con elevar el nivel de la ética política
pues, como señala Rodrigo Borja en su Enciclopedia de la política, "Si hay
una acción humana que, por su trascendencia social, debe estar rigurosamente
sometida a la ética, ésa es la política." Dado el impacto que tienen las
decisiones políticas en amplios grupos sociales, el gobernante está sujeto a la
responsabilidad política y jurídica de sus actos. En este tenor, Humberto
Cerroni ha señalado la responsabilidad como una de las reglas del Estado de
derecho de naturaleza democrática, debido a que "la democracia estima que
los hombres y los partidos políticos que participan en ella son capaces de
responder a los compromisos que se adopten, cumplir las anteriores reglas y



mantener su respeto a la ley".

Probablemente la ética política de los actores y activistas políticos, orientada a
la consecución del interés general, sea la parte medular, la brújula, que allane
el camino de los acuerdos y consolide la gobernabilidad democrática,
indispensables para fincar un desarrollo viable y digno de la nación mexicana.
Podrá haber diferencias en el orden de importancia de los asuntos de la agenda
nacional, diferencias en las estrategias y las formas de solución, pero la
realidad, el debate y el interés general pueden acotarlas.

En los tiempos electorales que se avecinan, la ética electoral es la misma que
la ética democrática. "Ante las enormes posibilidades de manipulación, que
hoy como nunca hacen posible convertir el dinero en poder electoral, la ética
en las elecciones debe tener como propósito fundamental respetar y hacer
respetar la libre manifestación de la voluntad popular, de modo que triunfe la
realidad sobre la imagen, la democracia sobre la demagogia, la razón sobre la
pasión, la verdad sobre el sofisma y se reafirme la ética de la convicción y de
la responsabilidad en todos los ciudadanos."10
La gobernabilidad sesgada por la antipolítica y la mediatización
La gobernabilidad sesgada sería la apariencia de la gobernabilidad
democrática. Los antecedentes de esta modalidad se encuentran en el fuerte
contenido mediático de las campañas políticas en los comicios federales del
2000. Para Michelango Bovero, el 2 de julio de 2002 representa
tendencialmente la antipolítica, esto es, "la política vuelta apariencia,
personalismo y lucha contra caras". Para este prestigiado politólogo, la
democracia es discusión, intento de convencimiento recíproco sobre asuntos
concretos; si no hay una verdadera discusión es simplemente la apariencia de
la democracia.

Un riesgo presente en las democracias modernas es la mediatización, esto es,
"el proceso por el cual la política o cualquier actividad pública, llega a ser
confiada a los medios masivos, con base en la relación audiencia-electorado,
para que sus mensajes sean comunicados". Gianpietro Mazzoleni, en su obra
¿Hacia una videocracia?, escribe respecto a la situación en Italia durante las
elecciones de 1994: "Los partidos son cada vez más incapaces de transmitir
sus mensajes a los votantes y tienen que hacerlo confiando en los canales de
comunicación masiva. El precio que los partidos deben pagar es la
mediatización de sus actividades de comunicación."
En consecuencia, los medios dejan de ser sirvientes y observadores de los
partidos políticos y los partidos llegan a ser esclavos de los medios. Mazzoleni



considera este hecho como una metamorfosis importante y de largo alcance,
en la cual los medios toman su papel de "rey omnipotente".11
El ejemplo extremo es el de Silvio Berlusconi quien pasó de ser el dueño del
cuasimonopolio de la televisión más importante de Italia, la empresa
Fininvest, a presidente. Este caso es alarmante, entre otros aspectos, por el
hecho que la más grande concentración de medios televisivos y de
información se movilizó en "una campaña electoral ya no de una tendencia
política o de un bloque de intereses, sino directamente de su propietario".12
En este tenor, Julio María Sanguineti, refiriéndose a América Latina, afirma
que en las democracia modernas "la preocupación no debería estar en quienes
representan partidos, con concepciones matizadas hacia la derecha o
izquierda, sino -a la inversa- en aquellos que no representan más que a sí
mismos aunque invocan a las masas desde la televisión y les prometen
gobiernos fuertes y mágicos. Luego de la ola democratizadora de los años
ochenta y el reformismo económico de los noventa han vuelto los tiempos
difíciles. La esperanza es que haya lugar para la razón y estos tiempos no se
transformen en tempestades." 13
En este contexto, es conveniente recordar los riesgos aparejados con el
surgimiento de los partidos "atrapa todo". En esta modalidad, el partido
abandona la estrategia de apelación a una clientela específica, renuncia a la
profundidad del programa y a una ideología específica, a cambio de la
expansión del mercado electoral. Este tipo de partido se desvincula de sus
bases y los ciudadanos valoran en mayor grado las características y aptitudes
personales de los candidatos (liderazgo, fortaleza, capacidad de decisión, etc.)
que los programas que puedan presentar.

Una etapa posterior a los partidos "atrapa todo", es el sistema de "partidos en
cartel". En este último existen cada vez más garantías que todos los partidos
mantendrán sus posiciones, al margen de la eficacia de sus gobiernos. Las
condiciones propicias para una mayor competencia electoral aseguran que
ninguno de los partidos se quede totalmente fuera del gobierno. Impulsan una
lógica de supervivencia compartida por todos los partidos por igual que
favorece a la vez la cooperación para mantener la estabilidad del sistema.14
En suma, la competencia electoral está modificando la forma de actuación de
los partidos políticos y de sus cuadros ya electos, en funciones, tanto en la
administración pública como en el Congreso de la Unión. Vivimos un
momento privilegiado de la vida política nacional. Los juegos están abiertos.
La gobernabilidad democrática dependerá de la capacidad, responsabilidad,
ética e inteligencia de los mexicanos.
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